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Corte Constitucional
	 
          

          COMUNICADO No. 40
               Octubre 16 y 17 de 2013

 


la pretensión de revivir legislativamente las licencias no remuneradas para concejales contradice la prohibición establecida en el artículo 134 de la Constitución.  La Corte reiteró que no toda regulación relativa a la oposición política, requiere de ley estatutaria

	    I.  EXPEDIENTE D-9585  -   SENTENCIA  C-699/13  (Octubre16)
        M.P. María Victoria Calle Correa




1.
Norma acusada

LEY 1551 DE 2012

(Julio 6)

Por la cual se dictan normas para modernizar la organización y el funcionamiento de los municipios 

ARTÍCULO 22. Sustitúyase el inciso 2o del artículo 28 de la Ley 136 de 1994, así:

El o los partidos que se declaren en oposición al alcalde, tendrán participación en la primera vicepresidencia del Concejo.

ARTÍCULO 24. LICENCIA. Los Concejales podrán solicitar ante la Mesa Directiva, Licencia Temporal no Remunerada en el ejercicio de sus funciones, que en ningún caso podrá ser inferior a tres (3) meses. Concedida ésta, el concejal no podrá ser reemplazado. Exceptúense de esta prohibición las licencias de maternidad y paternidad.

En caso de ser concedida la Licencia Temporal, el Presidente de la Corporación no permitirá que ingresen al Concejo o se posesionen a título de reemplazo candidatos no elegidos, salvo en el caso de las mujeres que hagan uso de la licencia de maternidad.

PARÁGRAFO 1o. LICENCIA DE MATERNIDAD. Las Concejalas tendrán derecho a percibir honorarios por las sesiones que se realicen durante su licencia de maternidad, entendiéndose como justificable su inasistencia.

PARÁGRAFO 2o. Las mujeres elegidas Concejalas que pertenezcan al Programa Familias en Acción, no estarán impedidas para continuar como beneficiarias en dicho Programa.

ARTÍCULO 29. Modificar el artículo 91 de la Ley 136 de 1994, el cual quedará así:

Artículo 91. Funciones. Los alcaldes ejercerán las funciones que les asigna la Constitución, la ley, las ordenanzas, los acuerdos y las que le fueren delegadas por el Presidente de la República o gobernador respectivo.

Además de las funciones anteriores, los alcaldes tendrán las siguientes:

[…]

g) Incorporar dentro del presupuesto municipal, mediante decreto, los recursos que haya recibido el tesoro municipal como cofinanciación de proyectos provenientes de las entidades nacionales o departamentales, o de cooperación internacional y adelantar su respectiva ejecución. Los recursos aquí previstos así como los correspondientes a seguridad ciudadana provenientes de los fondos territoriales de seguridad serán contratados y ejecutados en los términos previstos por el régimen presupuestal.

Una vez el ejecutivo incorpore estos recursos deberá informar al Concejo Municipal dentro de los diez (10) días siguientes.

2. 
Decisión

Primero.- Declarar EXEQUIBLE el artículo 22 de la Ley 1551 de 2012, por el cargo analizado.
Segundo.- Declarar INEXEQUIBLES el inciso primero del artículo 24 de la Ley 1551 de 2012, así como las expresiones “Salvo el caso de las mujeres que hagan uso de la licencia de maternidad” contenidas en el segundo inciso del mismo artículo, por el cargo analizado.

Tercero.- INHIBIRSE de hacer un pronunciamiento con relación al artículo 29, parcial, de la Ley 1551 de 2012.

3.
Síntesis de los fundamentos 

En primer término, la Corte determinó que el artículo 22 de la Ley 1551 de 2012, a la luz de los criterios fijados por la jurisprudencia constitucional, no viola la reserva constitucional de ley estatutaria. Indicó que ni el artículo 22 ni el resto de la Ley 1551 de 2012 tienen por objeto regular de manera íntegra los derechos de la oposición política o de las minorías políticas. El legislador no pretendió hacer una regulación completa, integral o estructural de los derechos aludidos.  Advirtió, que el texto constitucional (arts. 112 y 152, lit. c, C.Po.) exige expresamente que la regulación estatutaria se refiera al estatuto de la oposición de manera integral. De igual modo, la norma acusada no establece cuáles son los elementos estructurales de un derecho fundamental, ni de derechos políticos de las minorías, ni de la oposición política, ni define en que consiste esta, o algún aspecto central de la figura. Tampoco, establece límites, restricciones, excepciones o prohibiciones que afecten el núcleo de algún derecho fundamental. La disposición se refiere únicamente a una dimensión de los derechos políticos del partido o partidos que declaren la oposición al alcalde, sin que pretenda establecer la estructura general de un derecho fundamental o sus principios reguladores, como tampoco contempla la regulación de un aspecto central y determinante del ámbito de protección de un derecho fundamental. En esencia, el artículo 22 que modificó el artículo 28 de la Ley 136 de 1994, solo hace referencia a una dimensión del derecho de participación en las mesas directivas de los concejos municipales, no en toda corporación de elección popular, del partido que se declare en oposición al alcalde, de ningún modo, al derecho de participación en general. En cuanto a los derechos de las minorías políticas que ya no se incluyen en dichas mesas directivas, la Corporación señaló que era preciso tener en cuenta que el inciso segundo del artículo 112 de la Constitución establece que los partidos y movimientos minoritarios con personería jurídica tendrán derecho a participar en las mesas directivas de los cuerpos colegiados, según su representación, de modo que el artículo 28 de la Ley 136 de 1994 debe ser interpretado en concordancia con el 112 de la Carta Política. 

En segundo lugar, la Corte resaltó cómo el constituyente de 1991 buscó mejorar  la calidad del ejercicio de la política, hacerlo transparente y responsable, con el fin lograr que los objetivos propios de un Estado social y democrático derecho se cumplan. De ahí que, desde un comienzo, se suprimieran los suplentes de los miembros de las corporaciones públicas de elección popular, mandato que permanece en el artículo 134 de la Constitución a pesar de las sucesivas reformas que ha tenido este precepto. Sin embargo, la misma Carta reconoce que hay situaciones en las cuales la ausencia definitiva de quien sea miembro de una de esas corporaciones, justifica el reemplazo para que la fuerza política del respectivo partido o movimiento no se vea afectada, eventos en los cuales, la Constitución establece que será reemplazado por el candidato que no haya sido elegido, que siga en la misma lista del ausente en forma sucesiva y descendente, según el orden de inscripción o votación obtenida y de acuerdo a si se trata de lista abierta o cerrada. De manera particular, prescribe que no habrá reemplazo cuando el miembro de la corporación pública haya incurrido en ciertas conductas delictivas y la vacante se produce  desde antes de la condena y aun cuando renuncie en estas circunstancias, no habrá lugar a reemplazo. De dictarse sentencia condenatoria, se produce la pérdida definitiva de la curul para el partido al que pertenezca el condenado.

De acuerdo con lo anterior, el establecer la posibilidad de que los concejales soliciten licencias no remuneradas de duración mínima de tres meses, sin que haya que justificar de ninguna manera su ausencia temporal del cargo, contradice abiertamente la prohibición constitucional, toda vez que no puede haber lugar a reemplazo temporal alguno de los concejales.  Cosa distinta es que circunstancias especiales, puedan justificar la falta temporal de los concejales, como una enfermedad, calamidad familiar, fuerza mayor, etc. En esos eventos, se deberán aplicar las normas que regulan este tipo de faltas temporales de los servidores públicos, pero sin que en todo caso, el concejal pueda ser reemplazado durante dicha falta, toda vez que el artículo 134 de la Constitución proscribe esa posibilidad. 

Frente al cargo de inconstitucionalidad formulado contra el literal g) del artículo 29  la Ley 1551 de 2012, la Corte se inhibió de proferir una decisión de fondo, por cuanto carece de certeza en la medida en que el demandante no logró demostrar que la regla considerada inconstitucional, esto es, permitir al alcalde hacer gastos sin que medie la decisión del Concejo, se encuentra incluida dentro del texto legal acusado. Se trata de una regla deducida de una interpretación particular del actor, que no corresponde  a su contenido normativo. 

4.
Salvamentos y aclaraciones  de voto

Los magistrados Luis Guillermo Guerrero Pérez y Gabriel Eduardo Mendoza Martelo se apartaron de la decisión adoptada de exequibilidad del artículo 22 de la Ley 1551 de 2012, como quiera que en su concepto, regula una materia reservada a ley estatutaria, según lo establece el artículo 152, literal c) de la Constitución. 

La discrepancia se basó en que, a no dudarlo, la norma allí contenida reconoce un derecho a los partidos que se declaren en oposición. Se trata de una prerrogativa predicable de quienes pretenden ejercer la oposición que, por más que se quiera desconocer, debiera ser parte del estatuto de la oposición, el cual, por mandato constitucional, debe ser parte de la regulación integral, con carácter de la Ley Estatutaria, de que trata el artículo 112 Superior. Al efecto, para abreviar, el magistrado Mendoza Martelo, acogió el concepto del Ministerio Público, que, en lo pertinente, acertadamente, plantea:

“si bien el derecho de participación de los partidos y movimientos políticos minoritarios en las mesas directivas de los cuerpos colegiados de elección popular puede regularse mediante leyes diferentes a las estatutarias, tal derecho no puede ser desconocido por las leyes que regulen dicha participación, por ser un mandato expreso constitucional que adquiere el rango de derecho fundamental político como extensión del derecho fundamental político a ser elegido, y de su homólogo a la igualdad real y efectiva mediante la adopción, en este caso legal, de medidas en favor de grupos discriminados o marginados. En el caso concreto, se tiene que el artículo 22 de la Ley 1551 de 2012 reguló una participación específica en las mesas directivas de los concejos municipales, pero NO para garantizar el derecho de los partidos y movimientos políticos minoritarios en la conformación de dichas mesas directivas, sino en función de los partidos que se declaren en oposición al alcalde, lo cual hace que el asunto no pueda ser regulado por leyes diferentes a las estatutarias, sino que, todo lo contrario, se convierte en un tema que debe ser regulado por leyes estatutarias, porque así lo ordena expresamente el inciso final del artículo 112 de la Carta Política, exigiendo al respecto una regulación integral como estatuto de oposición, y no en forma suelta con temas que no tienen nada que ver con el ejercicio de la oposición, como ocurre con la participación de los partidos y movimientos políticos minoritarios en las mesas directivas de los cuerpos colegiados de representación popular, en su condición de tales y sin importar si se declaran o no en oposición al gobierno.”

A su juicio, la perspectiva interpretativa que fluye de la anterior reseña inequívocamente conduce a concluir que la norma en cuestión debió declararse inconstitucional.

A su vez, el magistrado Guerrero Pérez observó que a diferencia de lo que ocurre con los derechos fundamentales, el estatuto de la oposición sí debe regular todos los aspectos de las funciones electorales y del estatuto de la oposición. Indicó que la jurisprudencia constitucional ha establecido dos estándares de análisis de la reserva de ley estatutaria: de un lado, ha definido criterios específicos para determinar cuándo una regulación de los derechos fundamentales requiere de ley estatutaria o en materia de la administración de justicia, como quiera que no todo aspecto relacionado con estos temas está reservado al legislador estatutario y de otro, ha señalado que toda regulación concerniente a las funciones electorales y al estatuto de la oposición debe estar contenido en una ley estatutaria. En su criterio, no hay duda que el artículo 22 de la Ley 1551 de 2012 regula un derecho de los partidos de oposición a participar en las mesas directivas de los concejos municipales, a la vez que afectó el derecho de las minorías a dicha participación que estaba prevista en la norma anterior que se modificó. Por tal motivo, esta regulación está reservada a la ley estatutaria. 

En lo concerniente al Resolutivo que declara inexequible el inciso primero del artículo 24 de la ley demandada, en cuanto se refiere a la licencia temporal no remunerada que en ningún caso podrá ser inferior a tres (3) meses, los magistrados Luis Guillermo Guerrero Pérez y Gabriel Eduardo Mendoza aclararon el voto, toda vez que si bien comparten tal decisión, el fundamento de ello, está básicamente, en el hecho de que la licencia así concedida tenía como finalidad permitir los remplazos ante faltas temporales como quedó regulado en el artículo 261 constitucional en los términos del Acto Legislativo número 3 de 1993, el cual, como se sabe, fue modificado por el Acto Legislativo número 1 de 2009, artículo 10, que abolió definitivamente los remplazos frente a faltas temporales. Luego, si no hay remplazos esta particular licencia no inferior a tres (3) meses carecería de sustento constitucional, pues su razón de ser desapareció del ordenamiento jurídico. Frente a las faltas de las hipótesis de las “faltas temporales” lo anterior no significa que hayan quedado insubsistentes las normas constitucionales o legales que regulan las situaciones en las que se presentan las denominadas “faltas temporales”,  como el artículo 293 constitucional y el artículo 52 de la Ley 136 de 1994, entre otras, pues, claramente, la finalidad del último Acto Legislativo citado en modo alguno consistió en eliminar las faltas temporales como sí lo fue prohibir los remplazos frente a las mismas.

El magistrado Jorge Iván Palacio Palacio se reservó la posibilidad de presentar un eventual aclaración de voto respecto de los fundamentos de la declaración de exequibilidad del artículo 22 de la Ley 1551 de 2012.

JORGE IVÁN PALACIO PALACIO

Presidente 
